ACCIÓN DE TUTELA. SEGUNDA INSTANCIA 

RADICACIÓN:         660013104002-2004-0043-00

 ACCIONANTE:        LUZ ELENA GALVIS RODRÍGUEZ 


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, marzo veintinueve de dos mil cinco 

Aprobado por acta No. 117

       Hora: 5 pm 

La accionante, LUZ ELENA GALVIS RODRÍGUEZ, ha impugnado la sentencia de tutela proferida por el señor Juez Segundo Penal del Circuito de Pereira el día siete (7) de febrero de 2005, donde figuran como accionados el Municipio de Pereira y la Corporación Autónoma Regional de Risaralda -CARDER-. Por tal razón, mediante el presente proveído acude la Sala desatar la controversia.  

1.- SOLICITUD 

Narró la accionante que mediante escritura pública adquirió el bien inmueble cuya ficha catastral corresponde al número 010800630020-000, pero que la Alcaldía de Pereira mediante resolución No 190 del cuatro (4) de marzo de 1988 ordenó la demolición de la casa.

Dijo que ha pasado más de quince años a la espera de una indemnización y que ha visitado infinidad de veces las oficinas públicas sin encontrar eco en sus peticiones. La Alcaldía y la CARDER se atribuyen mutuamente la responsabilidad pero no materializan ninguna gestión concreta. A otras personas sí las han atendido.  

Por lo anterior, solicitó la protección de sus derechos a la igualdad y a la vivienda digna, y como resultado de ello que se ordene al Municipio de Pereira o a la CARDER, otorgarle una vivienda digna o un auxilio económico como ha sucedido con otras familias que han estado en similar situación.  

2.- SENTENCIA 

De entrada, manifestó el a quo que no es procedente el amparo invocado porque tal como lo ha reconocido la jurisprudencia nacional, la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para la protección del derecho a la vivienda digna por su carácter “prestacional”. 

Además, el inmenso lapso que ha transcurrido desde que se produjo la demolición de la casa de la actora, impide deducir la afectación de un derecho fundamental en estos momentos. Los posibles perjuicios ocasionados deben ventilarse ante el Juez Contencioso Administrativo. 

En cuanto al derecho a la igualdad, recalcó que la actora no demostró otros casos en los que se hubiere producido una reubicación o una indemnización.  

3.- IMPUGNACIÓN

Sin presentar una sustentación formal, la accionante acude a la segunda instancia para manifestar su inconformidad con el fallo citado. 

4.- SE CONSIDERA
No obstante la falta de sustentación, es sabido que la segunda instancia en materia de tutelas procede con la mera manifestación expresa por parte del inconforme. Razón de más para que la Sala deba profundizar en todos los factores que incidieron en la presentación de la solicitud, con mayor detalle incluso que frente a una sustentación concreta.

Pese a los hechos lamentables narrados en el libelo a través del cual se incoó este trámite constitucional, la Sala no puede avalar sus argumentos, toda vez que el exagerado e injustificado tiempo que ha transcurrido desde que se ordenó la demolición de la casa de la accionante conlleva a deducir sin hesitación alguna la ausencia de una afectación a un derecho fundamental.  

Sobre el tiempo para impetrar el amparo, ha dicho la jurisprudencia:

La posibilidad de interponer la acción de tutela en cualquier tiempo significa que no tiene término de caducidad.  La consecuencia de ello es que el juez no puede rechazarla con fundamento en el paso del tiempo y tiene la obligación de entrar a estudiar el asunto de fondo. Teniendo en cuenta el sentido de proporcionalidad entre medios y fines, la inexistencia de un término de caducidad no puede significar que la acción de tutela no deba interponerse dentro de un plazo razonable. La razonabilidad de este plazo está determinada por la finalidad misma de la tutela, que debe ser ponderada en cada caso concreto. De acuerdo con los hechos, el juez está encargado de establecer si la tutela se interpuso dentro de un tiempo prudencial y adecuado, de tal modo que no se vulneren derechos de terceros. Si bien el término para interponer la acción de tutela no es susceptible de establecerse de antemano de manera afirmativa, el juez está en la obligación de verificar cuándo ésta no se ha interpuesto de manera razonable, impidiendo que se convierta en factor de inseguridad, que de alguna forma afecte los derechos fundamentales de terceros, o que desnaturalice la acción. Si el elemento de la inmediatez es consustancial a la protección que la acción brinda a los derechos de los ciudadanos, ello implica que debe ejercerse de conformidad con tal naturaleza. Esta condiciona su ejercicio a través de un deber correlativo: la interposición oportuna y justa de la acción. Si la inactividad del accionante para ejercer las acciones ordinarias, cuando éstas proveen una protección eficaz, impide que se conceda la acción de tutela, del mismo modo, es necesario aceptar que la inactividad para interponer esta última acción durante un término prudencial, debe llevar a que no se conceda.  En el caso en que sea la tutela y no otro medio de defensa el que se ha dejado de interponer a tiempo, también es aplicable el principio establecido en la Sentencia (C-543/92), según el cual la falta de ejercicio oportuno de los medios que la ley ofrece para el reconocimiento de sus derechos no puede alegarse para beneficio propio, máxime en los casos en que existen derechos de terceros involucrados en la decisión
. (resalta la Sala)

Si la interesada no manifestó a tiempo inconformidad alguna, es claro que no ha estado al borde de un perjuicio irremediable. 

En ese orden de ideas, si bien la acción de tutela en ocasiones opera para la revisión de actuaciones administrativas, en el presente caso dicha posibilidad es desatinada por el incumplimiento del requisito INMEDIATEZ; además,  porque, tal como lo adujo el a quo, no se demostró la vulneración del derecho a la igualdad y porque el derecho a la vivienda digna por no tener rango fundamental -directo- carece de protección por la vía escogida.

De conformidad con lo expuesto, al proveído que se revisa se le dará confirmación.

5.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo de tutela que ha sido objeto de revisión. 

SEGUNDO: SE REMITIRÁ el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      


VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

Secretaria de la Sala
� Corte Constitucional. Sentencia SU 961 de 1999. M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.
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